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PROYECTO DE LEY

“Por medio de la cual se modifica el Código Civil,

el Código de la Infancia y la Adolescencia y se dictan otras disposiciones”
El Congreso de Colombia
DECRETA:


TITULO I
OBJETO

ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente ley tiene por objeto reconocer legalmente el matrimonio de las parejas del mismo sexo y determinar sus efectos legales de conformidad con el principio de dignidad humana, igualdad y pluralismo que establece la Constitución Política.
TITULO II

DEL MATRIMONIO

 ARTÍCULO 2º.  DEFINICION DE MATRIMONIO. El artículo 113 del Código Civil quedará así:  
ARTÍCULO 113. DEFINICIÓN. El matrimonio es un contrato solemne por el cual  dos personas de distinto o del mismo sexo hacen una comunidad de vida permanente y singular, con el  fin de convivir, procrear o criar hijos o de auxiliarse  mutuamente.
ARTÍCULO 3º. CAPACIDAD PARA CONTRAER MATRIMONIO. El artículo 116 del Código Civil quedará así:

ARTÍCULO 116. CAPACIDAD PARA CONTRAER MATRIMONIO. Las personas del mismo o distinto sexo, mayores de 18 años pueden contraer matrimonio libremente
ARTÍCULO 4º. El artículo 117 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 117.  PERMISO PARA EL MATRIMONIO DE MENORES>. Los menores de la edad expresada no pueden contraer matrimonio sin el permiso expreso, por escrito, de sus padres legítimos o naturales. Si alguno de ellos hubiere muerto, o se hallare impedido para conceder este permiso, bastará el consentimiento del otro. 

En los mismos términos de este artículo, se necesita del consentimiento de los  padres o madres adoptantes para el matrimonio de la hija o el hijo adoptivo, menor de 18 años.
ARTÍCULO 5º. El artículo 118 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 118.  FALTA DE LOS PADRES. Se entenderá faltar los padres o las madres por parentesco, por consanguinidad o civil  u otro ascendiente, no sólo por haber fallecido, sino por ser una persona con incapacidad mental o fatuo; o por hallarse ausente del territorio nacional, y no esperarse su pronto regreso; o por ignorarse el lugar de su residencia.
ARTÍCULO 6º. El artículo 119 del Código Civil quedará así: 
ARTÍCULO  119. PRIVACION DE LA PATRIA POTESTAD. Se entenderá faltar asimismo aquel de los padres o madres de las parejas de mismo o de distinto sexo que haya sido privado de la patria potestad.

ARTÍCULO 7º. El artículo 120 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 120. CONSENTIMIENTO DEL CURADOR. A falta de dichos padres, madres  o ascendientes será necesario al que no haya cumplido la edad, el consentimiento de su curador general, o en su defecto, el de un curador especial.

ARTÍCULO 8º. El artículo 128 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 128. SOLICITUD ANTE JUEZ. Las personas del mismo o distinto sexo que quieran contraer matrimonio concurrirán al juez competente verbalmente o por escrito, manifestando su propósito. En este acto o en el memorial respectivo expresarán los nombres de sus padres o curadores, según el caso, y los de los testigos que deban declarar sobre las cualidades necesarias en los contrayentes para poderse unir en matrimonio, debiendo en todo caso dar a conocer el lugar de la vecindad de todas aquellas personas.
ARTÍCULO 9º. El artículo 130 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 130. INTERROGATORIO DE TESTIGOS Y EDICTO. El juez interrogará a los testigos, con las formalidades legales, y los examinará sobre las cualidades requeridas en los contrayentes del mismo o de distinto sexo para unirse en matrimonio, a cuyo efecto les leerá el artículo 140 de este Código; los examinará también sobre los demás hechos que crea necesarios para ilustrar su juicio.

En vista de estas justificaciones hará fijar un edicto por quince días, en la puerta de su despacho, anunciando en él la solicitud que se le ha hecho, los nombres y apellidos de los contrayentes y el lugar de su nacimiento, para que dentro del término del edicto ocurra el que se crea con derecho a impedir el matrimonio, o para que se denuncien los impedimentos que existen entre los contrayentes, por el que tenga derecho a ello.

ARTÍCULO 10º. El artículo 131 del Código Civil quedará así: 
ARTÍCULO 131. CONTRAYENTES DE DISTRITOS DIFERENTES. Si los contrayentes del mismo o de distinto sexo son vecinos de distintos distritos parroquiales, o si alguno de ellos no tiene seis meses de residencia en el distrito en que se halla, el juez de una de las vecindad es requerirá al juez de la otra vecindad para que fije el edicto de que habla el artículo anterior, y concluido el término, se le envíe con nota de haber permanecido fijado quince días seguidos. Hasta que esto no se haya verificado, no se procederá a practicar ninguna de las diligencias ulteriores.
ARTÍCULO 11º. El artículo 131 del Código Civil quedará así: 
ARTÍCULO 135. CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO. El matrimonio se celebrará presentándose los contrayentes del mismo o distinto sexo en el despacho del juez, ante este, su secretario y dos testigos. El juez explorará de los esposos si de su libre y espontánea voluntad se unen en matrimonio; les hará conocer la naturaleza del contrato y los deberes recíprocos que van a contraer, instruyéndolos al efecto en las disposiciones de los artículos 152, 153, 176 y siguientes de este Código. En seguida se extenderá un acta de todo lo ocurrido, que firmarán los contrayentes, los testigos, el juez y su secretario, con lo cual se declarará perfeccionado el matrimonio.
ARTÍCULO 12º. El artículo 136 del Código Civil quedará así: 
ARTÍCULO 136. INMINENTE PELIGRO DE MUERTE. Cuando alguno o alguna de los o las contrayentes del mismo o de distinto sexo o ambos o ambas estuvieren en inminente peligro de muerte, y no hubiere por este tiempo de practicar las diligencias de que habla el artículo 130, podrá procederse a la celebración del matrimonio sin tales formalidades, siempre que los contrayentes justifiquen que no se hallan en ninguno de los casos del artículo 140. Pero si pasados cuarenta días no hubiere acontecido la muerte que se temía, el matrimonio no surtirá efectos, si no se revalida observándose las formalidades legales.
ARTÍCULO 13º. El artículo 137 del Código Civil quedará así: 
ARTÍCULO 137. CONTENIDO Y REGISTRO DEL ACTA DE MATRIMONIO. El acta contendrá, además, el lugar, días, mes y año de la celebración del matrimonio, los nombres y apellidos de los casados del mismo o distinto sexo, los del juez, testigos y secretario. Registrada esta acta, se enviará inmediatamente al notario respectivo para que la protocolice y compulse una copia a los interesados. Por estos actos no se cobrarán derechos.

ARTÍCULO 14º. El artículo 137 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 138. CONSENTIMIENTO. El consentimiento de los esposos o esposas del mismo o distinto sexo debe pronunciarse en voz perceptible, sin equivocación, y por las mismas partes, o manifestarse por señales que no dejen duda.

ARTÍCULO 15º. Los numerales 11 y 12 del  artículo 140 del Código Civil quedarán así: 
ARTÍCULO 140. CAUSALES DE NULIDAD. El matrimonio es nulo y sin efecto en los casos siguientes:

11) Cuando se ha contraído entre el padre o madre adoptante con  la hija adoptiva o el hijo adoptivo; o entre el hijo adoptivo o la hija adoptiva y el padre o la madre adoptante, o la mujer u hombre que fue esposa o esposo del adoptante.
12) Cuando respecto de una o uno de los cónyuges o  de ambos o ambas estuviere subsistente el vínculo de un matrimonio anterior.

ARTÍCULO 16º. El artículo 149 del Código Civil quedará así:
ARTÍCULO 149. EFECTOS DE LA NULIDAD RESPECTO DE LOS HIJOS. Las hijas o los hijos procreados en una matrimonio que se declara nulo, son legítimos, quedan bajo la potestad de uno de los padres o una de las madres, y serán alimentados y educados a expensas de ambos o ambas, a cuyo efecto contribuirán con la porción determinada de sus bienes que designe el juez; pero si el matrimonio se anuló por culpa de una o uno de los cónyuges, serán de cargo de este o esta los gastos de alimentos y educación de las hijas o los hijos, si tuviere medios para ello, y de no, serán del que los tenga.
ARTÍCULO 17º. Añádase el artículo   164 A al Código Civil.

ARTÍCULO 164 A.  APLICABILIDAD. Para todos los efectos legales, se entenderán cobijadas por las disposiciones contenidas en los artículos 165 a 268 y demás normas que regulen lo pertinente al matrimonio y a la unión marital de hecho, las parejas del mismo sexo que contrajeran nupcias o se unieran con las formalidades establecidas por la ley.

En caso de contradicción entre esta norma y las demás, se entiende derogada toda disposición contraria a lo establecido en el presente artículo.
TÍTULO III
DE LA ADOPCIÓN

ARTÍCULO 18º. El numeral 5 del artículo 64 del Código de Infancia y Adolescencia quedará así: 
ARTÍCULO 64. EFECTOS JURÍDICOS DE LA ADOPCIÓN. La adopción produce los siguientes efectos:

5. Si el o la adoptante es el o la cónyuge o compañero o compañera permanente del padre o madre o uno de los padres o una de las madres de sangre del adoptivo, tales efectos no se producirán respecto de este último, con el cual conservará los vínculos en su familia.

ARTÍCULO 19º. El artículo 65 del Código de Infancia y Adolescencia quedará así: 
ARTÍCULO 65. CONSENTIMIENTO. El consentimiento es la manifestación informada, libre y voluntaria de dar en adopción a un hijo o hija por parte de quienes ejercen la patria potestad ante el Defensor de Familia, quien los informará ampliamente sobre sus consecuencias jurídicas y psicosociales. Este consentimiento debe ser válido civilmente e idóneo constitucionalmente. Para que el consentimiento sea válido debe cumplir con los siguientes requisitos:

1. Que esté exento de error, fuerza y dolo y tenga causa y objeto lícitos.

2. Que haya sido otorgado previa información y asesoría suficientes sobre las consecuencias psicosociales y jurídicas de la decisión.

Es idóneo constitucionalmente cuando quien da el consentimiento ha sido debida y ampliamente informado, asesorado y tiene aptitud para otorgarlo. Se entenderá tener aptitud para otorgar el consentimiento un mes después del día del parto.

A efectos del consentimiento para la adopción, se entenderá la falta del padre o la madre o de uno de los padres o una de las madres , no solamente cuando ha fallecido, sino también cuando lo aqueja una enfermedad mental o grave anomalía psíquica certificada por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la adopción del hijo o hija que está por nacer. Tampoco lo tendrá el consentimiento que se otorgue en relación con adoptantes determinados, salvo cuando el adoptivo fuere pariente del adoptante hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o que fuere hijo o hija del cónyuge o compañero o compañera permanente de la persona adoptante.

Quien o quienes expresan su consentimiento para la adopción podrá revocarlo dentro del mes siguiente a su otorgamiento.

Los y las adolescentes deberán recibir apoyo psicosocial especializado por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que puedan permanecer con su hijo o hija, o para otorgar el consentimiento libre e informado. El consentimiento del padre o madre menor de dieciocho (18) años tendrá validez si se manifiesta con el lleno de los requisitos establecidos en el presente artículo. En este caso estarán asistidos por sus padres o madres, o personas que los tengan bajo su cuidado y por el Ministerio Público.

ARTÍCULO 20º. El artículo 67 del Código de Infancia y Adolescencia quedará así: 
ARTÍCULO 67. SOLIDARIDAD FAMILIAR. El Estado reconocerá el cumplimiento del deber de solidaridad que ejerce la familia diferente a la de origen, que asume la protección de 
manera permanente de un niño, niña o adolescente y le ofrece condiciones adecuadas para el desarrollo armónico e integral de sus derechos. En tal caso no se modifica el parentesco.

PARÁGRAFO. Si alguna persona o pareja del mismo o distinto sexo quiere adoptar al niño o niña que está al cuidado de la familia distinta a la de origen y cumple con las condiciones de adoptabilidad, que exige el código, podrá hacerlo, a menos que la familia que tiene el cuidado del niño, niña o adolescente, decida adoptarlo.

El consentimiento es la manifestación informada, libre y voluntaria de dar en adopción a un hijo o hija por parte de quienes ejercen la patria potestad ante el Defensor de Familia, quien los informará ampliamente sobre sus consecuencias jurídicas y psicosociales. Este consentimiento debe ser válido civilmente e idóneo constitucionalmente. Para que el consentimiento sea válido debe cumplir con los siguientes requisitos:

1. Que esté exento de error, fuerza y dolo y tenga causa y objeto lícitos.

2. Que haya sido otorgado previa información y asesoría suficientes sobre las consecuencias psicosociales y jurídicas de la decisión.

Es idóneo constitucionalmente cuando quien da el consentimiento ha sido debida y ampliamente informado, asesorado y tiene aptitud para otorgarlo. Se entenderá tener aptitud para otorgar el consentimiento un mes después del día del parto.

A efectos del consentimiento para la adopción, se entenderá la falta del padre o la madre o de uno de los padres o una de las madres , no solamente cuando ha fallecido, sino también cuando lo aqueja una enfermedad mental o grave anomalía psíquica certificada por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la adopción del hijo o hija que está por nacer. Tampoco lo tendrá el consentimiento que se otorgue en relación con adoptantes determinados, salvo cuando el adoptivo fuere pariente del adoptante hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o que fuere hijo o hija del cónyuge o compañero o compañera permanente del adoptante.

Quien o quienes expresan su consentimiento para la adopción podrá revocarlo dentro del mes siguiente a su otorgamiento.

Los y las adolescentes deberán recibir apoyo psicosocial especializado por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que puedan permanecer con su hijo o hija, o para otorgar el consentimiento libre e informado. El consentimiento del padre o madre menor de dieciocho (18) años tendrá validez si se manifiesta con el lleno de los requisitos establecidos en el presente artículo. En este caso estarán asistidos por sus padres o madres, o personas que los tengan bajo su cuidado y por el Ministerio Público.

ARTÍCULO 21º. El artículo 68 del Código de Infancia y Adolescencia quedará así: 
ARTÍCULO 68. REQUISITOS PARA ADOPTAR. Podrá adoptar quien, siendo capaz, haya cumplido 25 años de edad, tenga al menos 15 años más que el adoptable, y garantice idoneidad física, mental, moral y social suficiente para suministrar una familia adecuada y estable al niño, niña o adolescente, sin perjuicio de su orientación sexual. Estas mismas calidades se exigirán a quienes adopten conjuntamente. Podrán adoptar:

1. Las personas solteras.

2. Los cónyuges del mismo o distinto sexo conjuntamente.

3. Conjuntamente los compañeros permanentes del mismo o distinto sexo, que demuestren una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años. Este término se contará a partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes conforman la pareja o a una o uno de ellos, hubiera estado vigente un vínculo matrimonial anterior.

4. El guardador al pupilo o ex pupilo una vez aprobadas las cuentas de su administración.

5. El o la cónyuge o compañero o compañera permanente, al hijo o hija del o la cónyuge o compañero o compañera del mismo o distinto sexo, que demuestre una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años.

Esta norma no se aplicará en cuanto a la edad en el caso de adopción por parte del o la cónyuge o compañero o compañera permanente respecto del hijo o hija de su cónyuge o compañero o compañera permanente del mismo o distinto sexo o de un pariente dentro del tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

PARÁGRAFO 1o. La existencia de hijos o hijas no es obstáculo para la adopción.

PARÁGRAFO 2o Si el niño, niña o adolescente tuviere bienes, la adopción se hará con las formalidades exigidas para los guardadores

ARTÍCULO 22º. Añádase el artículo 68 A al Código de Infancia y Adolescencia.

ARTÍCULO 68 A. APLICABILIDAD. Para todos los efectos legales, se entenderán cobijadas por las disposiciones contenidas en este código y demás normas que regulen lo pertinente a la adopción, las parejas del mismo sexo que contrajeran matrimonio con las formalidades establecidas por la ley o conformaren una unión marital de hecho.

En caso de contradicción entre esta norma y las demás, se entiende derogada toda disposición contraria a lo establecido en el presente artículo.
ARTÍCULO 23º VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga en lo pertinente las disposiciones que le sean contrarias, 
De los honorables congresistas, 
ALBA LUZ PINILLA PEDRAZA
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

“Ley León Zuleta”

Los derechos de las parejas del mismo sexo a la dignidad humana,  igualdad, la prohibición de tratos degradantes, a conformar una familia y al matrimonio se encuentran consagrados en una serie de tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el estado colombiano, entre los cuales se cuentan la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención Americana de Derechos Humanos, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, El pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales y el Protocolo de San Salvador. En consonancia con la jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional, estos tratados internacionales  forman parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto, por lo que, tienen jerarquía constitucional.

De este modo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos consagra en su Artículo 7 que “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.”. Asimismo, la Declaración señala en el artículo 16 que “Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. (…)  3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.”
De manera similar,  el artículo 10 del Pacto Internacional de los Derechos, Económicos, Sociales y culturales, indica que “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.

De otra parte, la Convención Americana de Derechos humanos indica en su artículo 11 que “Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.”. Igualmente indica en su artículo 17 que  “1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado; 2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las 
condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención.”. 
Este principio de no discriminación ha sido consignado en el artículo 24 de la convención  en los siguientes términos “todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.”

Finalmente, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales "protocolo de san salvador", en su artículo 3 indica que “los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma,  religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”. 
En este sentido, consigna el “Derecho a la Constitución y Protección de la Familia. 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material; 
2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo con las disposiciones de la correspondiente legislación interna; 
3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada protección al grupo familiar”

Descendiendo al plano constitucional, el preámbulo y el artículo 1 superior consagran la dignidad humana como : i) principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto, del Estado, y en este sentido, la dignidad como valor; (ii) como principio constitucional; (iii) como derecho fundamental autónomo. Con este punto de partida y siguiendo la jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional que ha entendido que la dignidad humana como ámbito de protección se expresa en tres dimensiones: i) como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como quiera);  (ii) como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien); (iii) como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones).
 

Podría afirmarse que el ordenamiento jurídico colombiano ha desconocido cada una de estas esferas de protección a las personas LGBT, restringiéndoles su autonomía y libertad personal en la realización de su plan de vida (vivir como se quiere), sometiéndoles a tratos crueles, 
prejuicios, crímenes de odio, ignorando la realidad social en virtud de su condición personal, en suma se les han afectado los intangibles referidos a su integridad moral (vivir sin humillaciones), y se les ha segregado laboralmente generando una situación de inseguridad económica con especial énfasis en los miembros T de este colectivo (vivir bien).

En este sentido, la dignidad humana se concibe como un dispositivo contra el poder mayoritario en cualquier sociedad democrática, relevante en la medida en que garantiza una órbita de protección frente a la acción estatal y de los particulares, constituyéndose de esta forma en un límite infranqueable de la vida en comunidad.  

Siguiendo el bloque de constitucionalidad antes descrito y atendiendo a la Jurisprudencia que  establece la Corte Constitucional, se consolidó una línea jurisprudencial garantista en reconocimiento de la igual dignidad que ostentan las parejas del mismo sexo. Este se efectuó a través de las sentencias C-075 de 2007, C-811 de 2007, T-856 de 2007  C-336 de 2008,  C-029 de 2009, C-283-11, C-577-11. 

Esta línea jurisprudencial se inicia con la Sentencia C-075 de 2007, en la cual la Corte declaró la constitucionalidad condicionada de la Ley 54 de 1990, en el entendido que el régimen de protección de las uniones maritales, de hecho allí consagrado en favor de los compañeros permanentes es aplicable a las parejas del mismo sexo. 
En esta sentencia la Corte consideró que tanto las parejas heterosexuales como homosexuales tienen un mismo valor y una misma dignidad que exigen una igual protección. En conjunción con lo anterior, afirmó que la libre opción sexual se ejercita y tiene efectos en el ámbito de la vida en relación, por lo que, las parejas del mismo sexo demuestran necesidades similares que las parejas heterosexuales para lograr la realización de su proyecto de vida en común.
 

En segundo término, la sentencia C-811 de 2007, la Corte Constitucional examinó la constitucionalidad del artículo 163 de la Ley 100 de 1993 y decidió que el mismo es constitucional en el entendido que el régimen de protección allí consagrado consistente en la cobertura familiar del plan obligatorio de salud del régimen contributivo –que beneficia, entre otros, a los compañeros permanentes heterosexuales- también es aplicable a las parejas del mismo sexo. 
En esta ocasión, la Corte dictaminó que limitar el alcance de los beneficios de salud al ámbito familiar y excluir a las parejas del mismo sexo, representaba una carga innecesaria para las parejas del mismo sexo y por lo tanto, desproporcionada.  

En la sentencia C-336 de 2008, la Corte Constitucional declaró la constitucionalidad condicionada de las expresiones compañera o compañero permanente consagradas en los 
artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, en el entendido que las parejas permanentes del mismo sexo también son beneficiarias de la pensión de sobreviviente consagrada en la ley. 
Para llegar a esta conclusión, determinó como doctrina constitucional que la exclusión de las parejas homosexuales de la pensión de sobrevivientes no responde a un principio de razón suficiente y constituye un déficit de protección que rebasa la prohibición de discriminación (Art. 13 CP), socava la dignidad humana (preámbulo, Art. 1 CP) y el derecho al libre desarrollo de la personalidad (Art. 16 CP). 

En el mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencia C-798-08 declaró la inexequibilidad la expresión únicamente contenida en el parágrafo 1 del artículo1 de la ley 1181 de 2007, y exequible el resto de esta disposición en el entendido que las expresiones “compañero” y “compañera permanente”  comprenden también a los integrantes de parejas del mismo sexo. Por considerar que:
· La obligación alimentaria existe entre compañeros del mismo sexo con independencia de su orientación sexual, siempre que la pareja reúna las condiciones de que trata la ley 54 de 1990, tal como fue modificada por la ley 979 de 2005.

· Que esta ley establece un tratamiento diferenciado “en materia de derechos y deberes patrimoniales a los miembros de la pareja heterosexual respecto de los miembros de la pareja homosexual”.
· La anterior circunstancia es un déficit de protección  de la garantía legal de la obligación alimentaria. 

· La exclusión de la pareja del mismo sexo del derecho penal frente al incumplimiento del deber alimentario no es necesaria para los fines previstos en la norma y su inclusión, no implica el desconocimiento de los derechos de las parejas heterosexuales. 

Siguiendo esta línea argumentativa la Corte Constitucional en sentencia C-029-09, en la cual se demandó la inconstitucionalidad de más de 40 normas, reiteró que:

· En Colombia está proscrita toda forma de discriminación generada por la orientación sexual de las personas.
· No existe una regla constitucional que obligue a dar tratamiento desigual a las parejas heterosexuales y homosexuales. 

· Que el legislador es quien tiene la competencia para establecer la protección e igualación de los grupos sociales que se encuentran en marginación.
· Que los términos “familia” o “familiar” tienen que ver con una noción de familia discriminatoria, pues de acuerdo con la Carta Política sólo incluye las parejas formadas por un hombre y una mujer. 
· El legislador determinó que las previsiones sobre patrimonio y solidaridad de familia se aplican a los compañeros permanentes, y por tanto las mismas no tienen por qué no ser aplicadas a los vínculos de solidaridad y afecto creados por las parejas del mismo sexo. 

Específicamente la Corte Constitucional resolvió que
: 
· La expresión “cónyuge” contenida en el numeral 1º del artículo 411 del Código Civil, en el entendido de que también comprende, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo sexo que se hayan acogido al régimen de la Ley 54 de 1990 y demás normas que lo modifiquen. 
· La expresión “compañeros permanentes” contenida en el artículo 5º de la Ley 43 de 1993, en el entendido de que la misma se aplica también, en igualdad de condiciones, a los integrantes de parejas del mismo sexo.
· Las expresiones “unión singular, permanente y continua”, “compañera permanente” y “unión permanente” contenidas en los artículos 2º y 3º del Decreto 2762 de 1991, en el entendido de que las mismas incluyen, en igualdad de condiciones, a las parejas del mismo sexo.
· Las expresiones “compañero permanente” y “compañero o compañera permanente” de los artículos 8-b, 282, 303 y 385 de la Ley 906 de 2004, 222, 431 y 495 de la Ley 522 de 1999 y 71 de la Ley 734 de 2002 en el entendido de que las mismas incluyen, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo sexo.
· La expresión “compañero o compañera permanente” contenida en el artículo 34 de la Ley 599 de 2000 en el entendido de que la misma incluye, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo sexo. 
· La expresión “cónyuge” contenida en el numeral 1º del artículo 457 del Código Civil, en el entendido de que, para los efectos allí previstos, la misma también comprende a los compañeros permanentes y en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo sexo.
· El artículo 229 de la Ley 599 de 2000, en el entendido de que este tipo penal comprende también a los integrantes de las parejas del mismo sexo.
· El artículo 236 de la Ley 599 de 2000, en el entendido de que este tipo penal comprende también a los integrantes de las parejas del mismo sexo.
· La expresión “compañeros permanentes” contenida en literal a) del artículo 2º de la Ley 294 de 1996 en el entendido de que, para los efectos de las medidas administrativas de protección previstas en esa ley, la misma también se aplica, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo sexo, e inhibirse en relación con las expresiones “familia” contenidas en el mismo artículo. 
· El artículo 454A del Código Penal, en los términos de los considerandos de esta providencia, en el entendido de que este tipo penal también comprende las amenazas, 
en igualdad de condiciones, en contra de los integrantes de las parejas del mismo sexo que actúen como testigos.
· Los artículos 5, 7 y 15 de la Ley 975 de 2005, 11 de la Ley 589 de 2000, 14 y 15 de la Ley 971 de 2005 y 2º de la Ley 387 de 1997, siempre que se entienda que, cuando corresponda, sus previsiones, en igualdad de condiciones, se aplican también a los integrantes de las parejas del mismo sexo.
· Los artículos 47, 48 y 58 de la Ley 975 de 2005, en el entendido de que los mismos se aplican también al cónyuge, compañero o compañera permanente y, en las mismas condiciones, a los integrantes de la pareja del mismo sexo.
· La expresión “compañero o compañera permanente” contenida en los artículos 10 de la Ley 589 de 2000 y 26 de la Ley 986 de 2005, en el entendido de que la misma, en igualdad de condiciones, se aplica también a los integrantes de las parejas del mismo sexo, y la EXEQUIBILIDAD, por los cargos analizados, del artículo 2º de la Ley 986 de 2005, siempre que se interprete que el mismo no excluye a las parejas del mismo sexo de las medidas de protección consagradas en la Ley 986 de 2005. 

· Las expresiones “el compañero o la compañera permanente”, “la compañera o compañero permanente”, “la compañera permanente” “un compañero o compañera permanente” “Compañero (a) permanente” y “compañero o compañera permanente” contenidas en los artículos 3º de la Ley 923 de 2004 y 24 del Decreto 1795 de 2000 en el entendido de que, en igualdad de condiciones, las mismas también se aplican en relación con los integrantes de parejas del mismo sexo.
· La expresión “Para el caso del compañero(a) sólo cuando la unión permanente sea superior a dos (2) años”, contenida en el literal a) del artículo 24 del Decreto 1975 de 2000. 
· La expresión “compañero o compañera permanente” contenida en el parágrafo del artículo 27 de la Ley 21 de 1982, en el entendido de que, en las mismas condiciones, comprende también a los integrantes de la pareja del mismo sexo.
· El artículo 7º de la Ley 3 de 1991, en el entendido de que el subsidio familiar de vivienda allí previsto se aplica también a los integrantes de las parejas homosexuales, en las mismas condiciones que a los compañeros o compañeras permanentes.
· Las expresiones compañeros o compañeras permanentes”, contenidas en los artículos 61, 62, 159, 161 y 172 de la Ley 1152 de 2007, en el entendido que en el ámbito de esa ley, estas disposiciones también comprenden a los integrantes de las parejas del mismo sexo.

· La expresión “compañero o compañera permanente” contenida en el artículo 244 de la Ley 100 de 1993, en el entendido de que, en las mismas condiciones, comprende también a los integrantes de la pareja del mismo sexo.
· Las expresiones demandadas de los artículos 14 y 52 de la Ley 190 de 1995, 1º de la Ley 1148 de 2007, 8º de la Ley 80 de 1993, 40 y 84 de la Ley 734 de 2002 y 286 de la Ley 5ª de 1992, en el entendido de que en igualdad de condiciones, ellas comprenden también a los integrantes de las parejas de un mismo sexo.
· Las expresiones demandadas del numeral 2º del artículo 283 de la Ley 5ª de 1992 en el entendido de que, en igualdad de condiciones, ellas comprenden también a los integrantes de las parejas de un mismo sexo. 
Posteriormente, la Corte Constitucional en Sentencia C-263 estableció que los artículos 1016-5, 1045, 1054, 1226, 1230, 1231, 1232, 1234, 1235, 1236, 1237, 1238, 1243, 1248, 1249, 1251 y 1278 del Código Civil son exequibles “siempre y cuando se entienda que a la porción conyugal  en ellos regulada, también tienen derecho el compañero o compañera permanente y la pareja del mismo sexo.”
  

En su numeral segundo de la parte resolutiva exhortó “al Congreso para que legisle de manera sistemática y ordenada sobre las materias relacionadas con las uniones maritales de hecho y las parejas del mismo sexo.”.

Finalmente en la sentencia hito C-577-011 la Corte
 resolvió: 

Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia, la expresión “un hombre y una mujer” contenida en el artículo 113 del Código Civil. 
Segundo.- Declararse INHIBIDA para pronunciarse de fondo respecto de la expresión “de procrear” contenida en el artículo 113 del Código Civil, por ineptitud sustantiva de las demandas. 
Tercero.- Declararse INHIBIDA para pronunciarse de fondo respecto de la expresión “de un hombre y una mujer” contenida en los artículos 2º de la Ley 294 de 1996 y 2º de la Ley 1361 de 2009, por cuanto estas normas legales reproducen preceptos constitucionales. 

Cuarto.- EXHORTAR al Congreso de la República para que antes del 20 de junio de 2013 legisle, de manera sistemática y organizada, sobre los derechos de las parejas del mismo sexo con la finalidad de eliminar el déficit de protección que, según los términos de esta sentencia, afecta a las mencionadas parejas. 
Quinto.- Si el 20 de junio de 2013 el Congreso de la República no ha expedido la legislación correspondiente, las parejas del mismo sexo podrán acudir ante notario o juez competente a  formalizar y solemnizar su vínculo contractual. 
En esta sentencia la Corte constató que es necesario ampliar el concepto de familia, haciendo una interpretación sistemática del artículo 42 de la Carta Política e incluir la protección de las libertades y derechos inalienables y prevalentes  de todas las personas, en la perspectiva de la protección de la diversidad cultural.

 

En este histórico fallo también se afirmó que:
· Que a partir de una interpretación sistemática del inciso primero del artículo 42 de la Carta Política “no se puede deducir que el constituyente haya contemplado un solo modelo de familia originado exclusivamente en el vínculo matrimonial, pues la convivencia puede crear también la unión marital de hecho, en cuyo caso los compañeros permanentes ya constituyen familia o crear formas de familia monoparentales, encabezadas solamente por el padre o por la madre o aún las ensambladas que se conforman cuando uno de los cónyuges o compañeros ha tenido una relación previa de la cual han nacido hijos que ahora entran a formar parte de la nueva unión, de manera que en su ciclo vital una misma persona puede experimentar el paso por diversas clases de familia.”

· La institución familiar tiene múltiples manifestaciones que se constituyen a su vez, a través de distintos “vínculos naturales o jurídicos”, de conformidad con la norma constitucional.
· La heterosexualidad no es una característica atribuible a todo tipo de familia. 
· LAS PAREJAS DEL MISMO SEXO CONSTITUYEN FAMILIA, POR CUANTO POSEEN LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE AQUELLAS, ESTO ES, “EL COMPONENTE AFECTIVO Y EMOCIONAL QUE ALIENTA SU CONVIVENCIA Y QUE SE TRADUCE EN SOLIDARIDAD, MANIFESTACIONES DE AFECTO, SOCORRO Y AYUDA MUTUA, COMPONENTE PERSONAL QUE SE ENCUENTRA EN LAS UNIONES HETEROSEXUALES O EN CUALQUIER OTRA UNIÓN QUE, 
PESE A NO ESTAR CARACTERIZADA POR LA HETEROSEXUALIDAD DE QUIENES LA CONFORMAN, CONSTITUYE FAMILIA”

· Para la Corte, “no existen razones jurídicamente atendibles que permitan sostener que entre los miembros de la pareja del mismo sexo no cabe predicar el afecto, el respeto y la solidaridad que inspiran su proyecto de vida en común, con vocación de permanencia, o que esas condiciones personales solo merecen protección cuando se profesan entre personas heterosexuales, mas no cuando se trata de parejas del mismo sexo.”
 
CONCEPTOS GENERALES SOBRE ADOPCIÓN POR PAREJAS DEL MISMO SEXO

Los conceptos relacionados con la medicina, la ciencia y el comportamiento humano se basan en pruebas, estudios y evidencias respaldados por los principios del método científico. Las opiniones personales o las consideraciones individuales no son más importantes que la evidencia que resulta de la investigación.

Existen pocos estudios científicos dedicados a investigar en niños y niñas los efectos de la crianza por parte de padres bisexuales, homosexuales, lesbianas o transgénero. Este hecho en sí mismo puede asociarse a actitudes homofóbicas por parte de algunos científicos y, además, que algunas leyes, normas y políticas públicas tradicionalmente han sido contrarias a favorecer a los ciudadanos con orientación sexual no heterosexual. Se suma a lo anterior, que en los procesos específicos de adopción es usual la participación de funcionarios poco capacitados en materias que atañen a las personas bisexuales, homosexuales, lesbianas y transgeneristas. Estos factores condujeron a la exclusión de personas no heterosexuales para el desempeño de ciertos roles, que van desde lo laboral, social, e incluso el rol de padres.

Los estudios muestran que lo que más influye en el crecimiento y desarrollo de niños y niñas es la calidad de las relaciones familiares y que es menos relevante la orientación sexual de los padres, entendiendo como familia, tanto las conformadas por personas heterosexuales como homosexuales. Las habilidades y capacidades para la crianza de personas no heterosexuales son similares a las que se observan en personas heterosexuales. En el mismo sentido, las investigaciones informan que los niños y niñas criados por padres homosexuales alcanzan el mismo nivel de logros psicosociales que aquellos criados por padres heterosexuales.

La orientación sexual, al igual que otros aspectos del comportamiento humano, se relaciona con una serie de factores genéticos y biológicos que no se modifican sustancialmente por la crianza.

La orientación sexual de los padres no condiciona la orientación sexual de los hijos. De hecho, la mayoría de las personas no heterosexuales recibieron cuidados de padres heterosexuales. 

Por lo general las normas y políticas de adopción se basan en los supuestos de los mejores intereses para los niños y niñas en dicho proceso. No obstante, no existen evidencias que indiquen que son las más saludables. La revisión de las normas y políticas existentes en muchos países incrementaría el acceso de posibles padres no heterosexuales a la adopción y la reducción del número de niños y niñas que viven en instituciones de protección.

IMPACTO FISCAL

Frente al impacto fiscal del presente proyecto de ley nos remitimos a la Jurisprudencia de la Corte Constitucional   que en Sentencia C-625 de 2010, indicó:

CONTENIDO Y ALCANCE DE LA PREVISION DEL IMPACTO FISCAL EN PROYECTOS DE LEY-Reglas

1. Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819/03 constituyen un parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos 
constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la política económica, disminuye el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de producción normativa, se muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y el principio democrático. Si se considera dicho mandato como un mecanismo de racionalidad legislativa, su cumplimiento corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una vez el Congreso ha valorado, mediante las herramientas que tiene a su alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. Así, si el Ejecutivo considera que las cámaras han efectuado un análisis de impacto fiscal erróneo, corresponde al citado Ministerio el deber de concurrir al procedimiento legislativo, en aras de ilustrar al Congreso sobre las consecuencias económicas del proyecto. El artículo 7º de la Ley 819/03 no puede interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dentro del proceso legislativo, afecte la validez constitucional del trámite respectivo
A modo de síntesis
En atención a estas breves consideraciones y con el ánimo de garantizar la construcción de un Estado Social de Derecho, los parlamentarios y parlamentarias tenemos el reto de eliminar todas las formas de discriminación y orientar la acción estatal, hacia el reconocimiento pleno de los tipos de familia, arreglos familiares y redes vinculares que integran hombres y mujeres,  con orientaciones sexuales diversas.
  
Teniendo en cuenta estos planteamientos, es necesario precisar que las iniciativas legislativas deben reconocer la igual dignidad de las parejas del mismo sexo y apuntar a la construcción de un país de derechos que erradique las razones jurídicas, políticas, económicas y sociales, que mantienen y justifican el "apartheid por orientación sexual", el cual pretenden legitimar, en el Congreso, algunos parlamentarios, solapados en un lenguaje de derechos 
para reaccionar violentamente en contra de la diferencia cultural, ideológica, económica, social y sexual.
 
Estamos seguros que este Congreso de la República no va a ser inferior a su responsabilidad histórica y continuará asumiendo con honestidad, responsabilidad e integridad, acciones que conduzcan a restablecer, garantizar y proteger los derechos de todas y todos los ciudadanos, sin caer en protagonismos mediáticos y discusiones religiosas inocuas. 
De los honorables congresistas, 

Alba Luz Pinilla Pedraza


             Iván Cepeda  

REPRESENTANTE A LA CÁMARA

REPRESENTANTE A LA CÁMARA


Miguel García Durán UTL

María del Pilar Ospina

� Para él se hacía necesario "interpelar directamente al poder, la ley, el orden y la norma del macho; de luchar por superar toda sociedad que fundamenta su poder en la exclusión y la opresión. De ahí que toda acción no debería llegar hasta la simple liberación sexual, sino en lograr la conmoción de toda sociedad clasista y falocrática". En � HYPERLINK "http://www.colectivoleonzuleta.org/bioleonz/bioleon1.html" �http://www.colectivoleonzuleta.org/bioleonz/bioleon1.html�.








� Sobre la incorporación de estos tratados al bloque de constitucionalidad ver las Sentencias, C-191 de 1998, C-400 de 1998, C-067 de 2003, SU 058 de 2003, C-401 de 2005.





� Ver, Sentencia T-881 de 2002.


� C-075 de 2007. M.P Rodrigo Escobar Gil, Numeral 6.2.3.2.   





� En este acápite se trae la parte resolutiva de la sentencia en su tenor literal. 


� Ver, Sentencia C-283-11.     


� Ibíd.     


� Ver, Corte Constitucional  Comunicado de Prensa No 3.  Sentencia C-577-11. Normas demandadas CÓDIGO CIVIL TÍTULO IV DEL MATRIMONIO. ARTÍCULO 113. El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente; LEY 294 DE 1996 Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar. ARTÍCULO 2o. La familia se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla; LEY 1361 DE  2009. Por la cual se crea la Ley de Protección Integral del a Familia. ARTÍCULO 2o. DEFINICIONES. Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 


Familia. Es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.





� Ibíd.


� Ibíd.


� Ibíd.


� Las ideas aquí expresadas tienen como  referencias: Cameron P. Numbers of homosexual parents living with their children. Psychological Reports 2004; 94: 179-188; Cameron P, Cameron K. Homosexual parents. Adolescence 1996; 31: 757-776 ; Downs AC, James SE. Gay, lesbian, and bisexual foster parents: strengths and challenges for the child welfare system. Child Welfare 2006; 85: 281-298; James WH. The sexual orientation of men were brought up in gay or lesbian households. Journal of Biosocial Science 2004; 36: 371-374; Patterson CJ. Lesbian and gay parenthood. In: Bornstein MH. Handbook of parenting: Being and becoming a parent. Second edition. Volumen 3. Mahwah, New Jersey: Lawrence Erlbaum Associates Publishers; 2002. p. 317-338; Patterson CJ. Children of lesbian and gay parents. Current Directions in Psychological Science 2006; 15: 241-244; Perrin EC, Committee on Psychosocial Aspects of Child and Family Health. Technical report: coparent or second-parent adoption by same-sex parents. Pediatrics 2002; 109: 341-344; Ryan SD, Pearlmutter S, Groza V. Coming out of the closet: opening agencies to gay and lesbian adoptive parents. Social Work 2004; 49: 85-95.


Tasker F. Lebian mothers, gay fathers, and their children: a review. Journal of Developmental and Behavioral Pediatrics 2005; 26: 224-240; Van Nijnatten CH. Sexual orientation of parents and Dutch family law. Medicine and Law 1995; 14: 359-368. 
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